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la incorrecta utilización exceda del 1 por 100 del total del presupuesto
anual y, además, se aprecie reincidencia, y d) concurriendo agravante
de reincidencia.

Sanciones por otras infracciones muy graves:

De incurrir en la infracción prevista en el artículo 36.3 de estos Esta-
tutos, la RFEDI podrá ser objeto de una sanción pecuniaria con inde-
pendencia del derecho de la RFEDI a repetir contra la persona o personas
que pudieran ser responsables directos de dicha infracción quienes, en
su caso, podrán ser sancionados por incurrir en abuso de autoridad.

La sanción pecuniaria no será inferior a 50.000 pesetas ni superior
a 5.000.000 de pesetas. Para la determinación de la cuantía se tendrá
en cuenta el presupuesto de la entidad.

Sanciones por infracciones graves:

a) Amonestación pública.
b) Multa de 100.000 a 500.000 pesetas.
c) Pérdida de puntos o puestos en la clasificación.
d) Clausura del recinto deportivo.
e) Privación de los derechos de asociado de un mes a dos años.
f) Inhabilitación para ocupar cargos, suspensión o privación de licen-

cia federativa o habilitación equivalente de las Agrupaciones de Clubes
de ámbito estatal, de un mes a dos años.

Sanciones por infracciones leves:

a) Apercibimiento.
b) Multa de 100.000 pesetas.
c) Inhabilitación para ocupar cargos o suspensión hasta un mes.

Para su graduación se tendrán en cuenta, además de los principios
generales recogidos en las citadas normas, la difusión que pueda tener
la conducta antideportiva o las circunstancias de haberse cometido los
hechos imputados ante niños o menores, lesionando el espíritu de nobleza
y corrección que debe presidir todas las manifestaciones deportivas.

Por regla general no se impondrán sanciones pecuniarias, salvo a Téc-
nicos que perciban remuneración por su colaboración a los Deportes de
Invierno, o a Clubes que reciban contraprestación en las manifestaciones
deportivas. El Reglamento graduará estas cuantías.

Las sanciones prescribirán a los tres años, al año o al mes, según
se trate de las que correspondan a infracciones muy graves, graves o leves,
comenzándose a contar el plazo de prescripción desde el día siguiente
a aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que se impuso la
sanción o desde que se quebrantase su cumplimiento, si éste hubiera
comenzado.

Artículo 39. Otras competencias del Comité Federativo de Disciplina
Deportiva y Competición.

El Comité Federativo de Disciplina Deportiva y Competición será com-
petente para conocer los recursos que se interpongan contra los acuerdos
de los Clubes, en materia de disciplina deportiva, cuando no esté prevista
esta competencia a favor de órganos disciplinarios de las respectivas Fede-
raciones Autonómicas.

También será competente para conocer los recursos que se interpongan
contra decisiones de los Comités Disciplinarios de las Federaciones Auto-
nómicas, cuando no esté previsto otro recurso en la legislación interna
de la respectiva Comunidad.

En ambos casos, el recurso habrá de interponerse en el plazo de quince
días hábiles.

Artículo 40. Recurso contra las resoluciones del Comité Federativo.

Las resoluciones disciplinarias dictadas por el Comité Federativo de
Disciplina Deportiva y Competición podrán ser recurridas, en el plazo
máximo de quince días hábiles, ante el Comité Español de Disciplina Depor-
tiva, de acuerdo con lo previsto en el artículo 84 de la Ley del Deporte.

3671 RESOLUCIÓN de 7 de febrero de 2000, de la Secretaría
de Estado de Educación, Universidades, Investigación y
Desarrollo, por la que se convoca la concesión de subven-
ciones, correspondiente al año 2000, para ayuda a las
inversiones del Instituto de España y Reales Academias.

El artículo 2.6 del Real Decreto 1887/1996, de 2 de agosto, de estructura
orgánica básica del Ministerio de Educación y Cultura, modificado por

el Real Decreto 83/1999, de 22 de enero, establece que se relacionan admi-
nistrativamente con el mismo, a través de la Secretaría de Estado de Edu-
cación, Universidades, Investigación y Desarrollo, el Instituto de España
y las Reales Academias.

Con el fin de ayudar al funcionamiento de las citadas instituciones,
los Presupuestos Generales del Estado vienen consignando anualmente
una cantidad que ha de distribuirse entre las instituciones de referencia.

Para dar cumplimiento a lo previsto en los artículos 81 y 82 del texto
refundido de la Ley General Presupuestaria, se ha considerado conveniente
elaborar una resolución que establezca las bases reguladoras de la con-
cesión de subvenciones al Instituto de España y Reales Academias.

En su virtud, previo informe del Servicio Jurídico del Estado en el
Departamento, he tenido a bien disponer:

Primero. Objeto de las subvenciones.—Las subvenciones a las que se
refiere la presente Resolución tienen por objeto la ayuda a las inversiones
que realicen el Instituto de España y las Reales Academias y se harán
efectivas con cargo a la aplicación presupuestaria 18.06.541A.781, hasta
un importe máximo de 277.200.000 pesetas.

La concesión de las subvenciones se efectuará en régimen de concurren-
cia competitiva.

Segundo. Presentación de las solicitudes.—Las solicitudes correspon-
dientes a las subvenciones previstas para el ejercicio presupuestario del
2000 se presentarán en la Secretaría de Estado de Educación, Universidad,
Investigación y Desarrollo, calle Serrano, 150, 28071 Madrid, o en cual-
quiera de los registros previstos en el artículo 38 de la Ley de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, en el plazo de treinta días a partir del siguiente a aquél
en que se publique en el «Boletín Oficial del Estado» la correspondiente
convocatoria.

Tercero. Criterios de valoración.—Los criterios que se tendrán en
cuenta para conceder las subvenciones son los siguientes:

Propuestas fundamentales de obras necesarias de una cierta enver-
gadura ha realizar en los edificios en que las Reales Academias están
ubicadas.

Propuesta de adquisiciones previstas para las bibliotecas de cada una
de las Reales Academias para aumento de su patrimonio bibliográfico,
así como para la confección de sus catálogos informatizados.

Número previsto de edición de libros, anales, etc., propuestos por el
Instituto de España y las Reales Academias, y que sirven para difundir
las investigaciones y estudios realizados por estas instituciones.

Cuarto. Instrucción del procedimiento.—El órgano competente para
la instrucción del procedimiento es la Comisión de Evaluación constituida
al efecto.

La Comisión de Evaluación estará presidida por el Director general
de Enseñanza Superior e Investigación Científica, y de ella formarán parte
el Subdirector general de Régimen Jurídico y Coordinación Universitaria
y el Director de la Agencia Nacional de Evaluación y Prospectiva.

Actuará como Secretario de la Comisión el Subdirector general de Ges-
tión Económica.

Corresponde a la Comisión de Evaluación realizar de oficio cuantas
actuaciones estime necesarias para la determinación, conocimiento y com-
probación de los datos en virtud de los cuales debe pronunciarse la reso-
lución.

En particular, tendrá las siguientes atribuciones:

La evaluación de las solicitudes, conforme a los criterios que se con-
tienen en el punto tercero de la presente Resolución.

La realización del trámite de audiencia, en su caso, de conformidad
con lo previsto en el artículo 84 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

La formulación de la propuesta de resolución.
Quinto. Resolución del procedimiento.—Es órgano competente para

la resolución del procedimiento el Secretario de Estado de Educación,
Universidades, Investigación y Desarrollo.

El plazo para la resolución del procedimiento será de dos meses, a
partir de la publicación de la correspondiente convocatoria.

La resolución por la que se otorguen las subvenciones será motivada,
se notificará a los beneficiarios y se publicará en el tablón de anuncios
de la Secretaría de Estado de Educación, Universidades, Investigación y
Desarrollo.

Esta resolución pondrá fin a la vía administrativa, pudiendo inter-
ponerse contra ella, en el plazo de un mes, recurso potestativo de repo-
sición, de acuerdo con lo previsto en los artículos 116 y 117 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, en la redacción dada por la Ley 4/1999,
de 13 de enero, y asimismo, recurso contencioso-administrativo ante la
Sala correspondiente de la Audiencia Nacional, en el plazo de dos meses,
de acuerdo con lo previsto en los artículos 11.1 de la Ley 29/1998, de



8012 Miércoles 23 febrero 2000 BOE núm. 46

13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa y
66 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.

Sexto. Plazo y forma de justificación del cumplimiento de la fina-
lidad de la subvención.—En el plazo de tres meses, contados a partir de
la fecha en que termine el ejercicio presupuestario durante el que se con-
cedió la subvención, los beneficiarios deberán acreditar ante la Secretaría
de Estado de Educación, Universidades, Investigación y Desarrollo el cum-
plimiento de la finalidad de la subvención mediante aportación de las
facturas o recibos correspondientes a los gastos efectuados.

Séptimo. Obligaciones de los beneficiarios.—Los beneficiarios de las
subvenciones quedarán obligados a:

a) Acreditar ante el órgano concedente, dentro del plazo y en la forma
que se establece en el punto sexto de la presente Resolución, el cum-
plimiento de la finalidad de la subvención.

b) Someterse a las actuaciones de comprobación a efectuar por el
órgano concedente y a las de control financiero que corresponden a la
Intervención General de la Administración del Estado y a las previstas
en la legislación del Tribunal de Cuentas, al que facilitarán cuanta infor-
mación les sea requerida al efecto.

c) Acreditar que se encuentran al corriente de sus obligaciones tri-
butarias y frente a la Seguridad Social, en la forma establecida en las
Órdenes del Ministerio de Economía y Hacienda de 28 de abril de 1986
y 25 de noviembre de 1987.

Octavo. Régimen jurídico.—En todo lo no previsto por esta Resolu-
ción, el procedimiento para la concesión de las subvenciones previstas
en la misma se ajustará a lo dispuesto en el Reglamento del Procedimiento
para la Concesión de Subvenciones Públicas, aprobado por Real Decreto
2225/1993, de 17 de diciembre.

Noveno. Entrada en vigor.—La presente Resolución entrará en vigor
el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado» y
contra la misma podrá interponerse recurso contencioso-administrativo
ante la Sala correspondiente de la Audiencia Nacional.

Lo que le comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Madrid, 7 de febrero de 2000.—El Secretario de Estado, Jorge Fernández

Díaz.

Ilmo. Sr. Director general de Enseñanza Superior e Investigación Científica.

MINISTERIO DE TRABAJO

Y ASUNTOS SOCIALES

3672 RESOLUCIÓN de 8 de febrero de 2000, de la Dirección Gene-
ral de Trabajo, por la que se dispone la inscripción en
el Registro y publicación del Convenio Colectivo de las
Cajas de Ahorros.

Visto el texto del Convenio Colectivo de las Cajas de Ahorros (código
de Convenio número 9900785), que fue suscrito con fecha 20 de diciembre
de 1999 de una parte por la Asociación de Cajas de Ahorros para Relaciones
Laborales (ACARL), en representación de las empresas del sector, y de
otra por las centrales sindicales COMFIA de CC.OO., FES-UGT y CSICA,
en representación del colectivo laboral afectado, y de conformidad con
lo dispuesto en el artículo 90, apartados 2 y 3, del Real Decreto Legislativo
1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la
Ley del Estatuto de los Trabajadores, y en el Real Decreto 1040/1981,
de 22 de mayo, sobre registro y depósito de Convenios Colectivos de trabajo,

Esta Dirección General de Trabajo resuelve:

Primero.—Ordenar la inscripción del citado Convenio Colectivo en el
correspondiente Registro de este centro directivo, con notificación a la
Comisión Negociadora.

Segundo.—Disponer su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 8 de febrero de 2000.—La Directora general, Soledad Córdova
Garrido.

CONVENIO COLECTIVO DE LAS CAJAS DE AHORROS

(para los años 1998, 1999 y 2000)

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Determinación de las partes que lo conciertan y eficacia
general del Convenio Colectivo.

1. Las partes negociadoras del presente Convenio Colectivo tienen
la representación que determina el artículo 87.2, en relación con el 88.1,
segundo párrafo, del Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo,
y son:

a) La Asociación de Cajas de Ahorros para Relaciones Laborales
(ACARL), que ostenta estatutariamente la representación de las Cajas de
Ahorros como empleadores, y;

b) Las organizaciones sindicales (COMFIA de CC.OO, FES-UGT, CSICA
y CIG), que cuentan con la legitimación suficiente, en representación de
los empleados.

2. El Convenio Colectivo es suscrito, de un lado, por ACARL, y, de otro,
por las organizaciones sindicales COMFIA de CC.OO, FES-UGT y CSICA.
De acuerdo con la representación que estas tres organizaciones sindicales
ostentan, que alcanza el 96’56 por 100 del banco social, el presente Con-
venio Colectivo es de eficacia general.

Artículo 2. Cláusula sustitutoria.

La regulación de las materias objeto del presente Convenio Colectivo
nova y sustituye lo establecido en los Convenios Colectivos precedentes,
permaneciendo en vigor las cláusulas normativas de los mismos que las
partes no han pactado en este Convenio.

Artículo 3. Ámbito temporal.

El presente Convenio Colectivo entrará en vigor el día siguiente a su
publicación en el «Boletín Oficial del Estado», sin perjuicio de lo establecido
para la revisión salarial en los preceptos del Convenio que regulan esta
materia, finalizando su vigencia el 31 de diciembre de 2000.

Artículo 4. Prórroga y denuncia.

La presente normativa se entenderá tácitamente prorrogada de año
en año, si no se promueve denuncia de la misma por cualquiera de las
organizaciones legitimadas al efecto antes de los tres meses últimos del
período de vigencia o de cualquiera de sus prórrogas.

La denuncia se promoverá mediante comunicación escrita del solici-
tante a la otra parte, especificando las materias concretas objeto de futura
negociación.

Artículo 5. Ámbito personal, funcional y territorial.

1. El presente Convenio Colectivo regula las relaciones laborales entre
las Cajas de Ahorros y/o Montes de Piedad y la Confederación Española
de Cajas de Ahorros, de una parte, y el personal de dichas instituciones,
de otra.

2. Quedan excluidas del presente Convenio Colectivo las personas
que lo estuvieran de conformidad con el artículo 1.3 del Real Decreto
legislativo 1/1995, de 24 de marzo, y, en todo caso, de modo expreso,
las siguientes:

a) El personal empleado en las obras benéfico-sociales de las Cajas.
b) El personal que efectúe trabajos de cualquier naturaleza en explo-

taciones agrícolas, industriales o de servicios en las Cajas de Ahorros
y, en general, cualquier otra actividad atípica, en cuyo caso se regirán
por las normas específicas de cada actividad.

c) El personal que preste sus servicios a las Cajas en calidad de agente,
corresponsal y, en general, mediante contrato de comisión o relación
análoga.

d) Quienes ostenten la condición de compromisario, Consejero general,
Vocal del Consejo de Administración y otros órganos de gobierno, de con-
formidad con lo establecido en la Ley 31/1985, de 2 de agosto. Los Consejeros
generales representantes del personal no se verán excluidos.


